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Un federalismo que todavía 
pugna por nacer* 

Hay en la Argentina un nuevo federalismo 
que pugna por nacer, enfrentando en lucha 
desigual a un centralismo que se declama 
federal y que crece munido de una cuantía 
inédita de rentas fiscales expropiadas. Es sa-
bido que nuestra organización federal no ha 
podido realizarse cabalmente desde el naci-
miento mismo de la patria, pero la cuestión 
tiene sorprendente actualidad porque hoy 
sería posible lograrlo gracias al impulso de 
cambios de vasto alcance. La economía no lo 
es todo, pero es evidente que la valorización 
mundial de la mayor parte de nuestra pro-
ducción ha abierto posibilidades inéditas al 
desarrollo del Interior. La imagen más elo-
cuente para mostrarlas sería la de un mapa 
de la Argentina en el que una palanca eleva 
el nivel del país y, en mayor o menor me-
dida, el de todas sus provincias, pero muy 
poco el del conurbano bonaerense. Nada 
menos que el revés del guante de la geogra-
fía económica y social, vigente desde hace 
muchas décadas. La palanca ha sido movi-
da por dos fuerzas actuando de consuno, la 
suba de precios de nuestros productos y la 
devaluación, que han favorecido más al In-
terior que al conurbano y más al campo, a 
las ciudades medianas y a los pueblos que 
a las grandes concentraciones urbanas. Hay 
matices, porque la ciudad de Buenos Aires 
se ha beneficiado por las mismas razones 
con el turismo y la construcción, y Rosario 
se desarrolla notablemente al impulso del 
agro y la industria, como también de una 
buena administración. 

Ambas fuerzas permiten también afianzar 
o revitalizar actividades tradicionales como la 
agricultura pampeana o la ganadería ovina y 

dan lugar a nuevos desarrollos como la ex-
pansión de la frontera agropecuaria hacia 
el Norte, el Oeste y el Sur, la minería en el 
NOA, en Cuyo y en la Patagonia, el nota-
ble salto cualitativo de la industria avícola, 
la miel y variados emprendimientos frutí-
colas y hortícolas. Pero salvo en la minería, 
cuyas limitaciones surgen de querellas am-
bientales irresueltas, estos desarrollos están 
acotados por los impuestos y restricciones 
a las exportaciones que, sin que muestren 
entenderlo sus impulsores, perjudican mu-
cho más a las regiones no pampeanas, las 
más pobres. El perjuicio a la exploración y 
explotación de petróleo y gas es evidente. 
La carne vacuna, los lácteos y la industria 
forestal son otros ejemplos elocuentes del 
perjuicio general, por ser actividades en 
las que la Argentina está a la vanguardia 
de la productividad mundial. Aquí le caben 
responsabilidades no sólo al gobierno sino 
también al sector privado, que todavía no 
ha mostrado propuestas superadoras, ca-
paces de compatibilizar la exportación y el 
consumo interno y de impedir que lo único 
que le llegue de estas promisorias oportuni-
dades al habitante de las grandes ciudades 
sean los alimentos encarecidos.

1. El renacer de lo local

El segundo cambio que abre la posi-
bilidad hacia un federalismo más genui-
no es la tendencia al renacer de lo local 
que, como renovada vuelta de tuerca de 
la democratización, se observa en todo el 
mundo. Al amparo de la globalización y de 
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bloques económicos o políticos de alcance 
continental que posibilitan y acotan los po-
deres nacionales, las regiones, los estados 
subnacionales y las ciudades van ganando 
más y más autonomía, de hecho o de dere-
cho. Los ejemplos proliferan por doquier, 
desde el Reino Unido hasta Bolivia y des-
de la ex Unión Soviética hasta Indonesia. 
Es esta tendencia la que acuna la llamada 
“territorialización” de la política, el auge de 
los políticos “dueños” de un territorio y al 
margen de los partidos nacionales, usada 
con y sin objetividad para interpretar las re-
cientes elecciones argentinas. Ya hace tiem-
po la había intuido ese notable político nor-
teamericano que fue Thomas “Tip” O’Neill 
al decir que “toda política es local”. 

¿Hasta qué punto existen en la Argenti-
na bases para desarrollos de provincias más 
genuinamente autónomas, más a tono con 
esta tendencia universal? Ellas requieren no 
sólo economías vibrantes, sino también so-
ciedades civiles fuertes, bien repartidas en 
el territorio, amigadas con el mundo y con 
gobiernos capaces de recaudar y gastar sus 
propias rentas. Una de sus expresiones típi-
cas son los desarrollos locales en racimo, en 
los que la producción de las materias primas 
interactúa con las instituciones de la socie-
dad del conocimiento y les agrega valor con 
mayor capital humano, nuevas tecnologías 
y buenos gobiernos locales, generando así 
estructuras sociales cualitativa y cuantita-
tivamente más ricas e integradas. Todavía 
son escasas las realidades que puedan aspi-
rar aquí a cumplir tales exigencias. Se las 
ve afianzarse en los casos canónicos de la 
industria aceitera, la vitivinicultura cuyana, 
la fruticultura del Alto Valle, Rafaela, la ma-
quinaria agrícola o la tecnología de punta 
del Balseiro y el INVAP en Bariloche, y se 
insinúan en casos tan dispares como inci-
pientes polos tecnológicos en varias provin-
cias, incluyendo la experimentación con el 
hidrógeno combustible en Pico Truncado, o 
desarrollos recientes como la vitivinicultu-
ra austral en San Patricio del Chañar (Neu-
quén), por citar apenas algunos. Pero las 
posibles cunas de un federalismo renovado 
son incipientes y frágiles para poder for-
talecer realmente la organización federal. 
Contra ello conspiran no sólo la represión 
productiva por las limitaciones a la expor-

tación y, por cierto, las resistencias de mu-
chos gobiernos subnacionales a recaudar y 
administrar responsablemente lo suyo, sino 
también la apropiación de buena parte de 
la renta fiscal de las provincias y su concen-
tración en manos de los príncipes nacionales. 

2. La coparticipación, eterna postergada

Desde 1996 se incumple el mandato cons-
titucional de contar con una ley de coparti-
cipación federal, pero nunca como ahora ha 
existido en el país semejante expropiación 
proporcional de rentas fiscales ni el arbitrio 
de utilizarlas para la construcción de un po-
der con vocación hegemónica y que ahora 
no se limita a cooptar voluntades de pro-
vincias sino también de municipios, con la 
fuerza de un irresistible vendaval que arrasa 
con los sueños de construcciones autonómi-
cas locales. 

Si nos remontáramos en el tiempo po-
dríamos afirmar también que hace muchas 
décadas que la Argentina no tiene una bue-
na ley de coparticipación. En verdad, quizás 
nunca la ha tenido y, con seguridad, el sis-
tema no ha cumplido su principal razón de 
ser que, más allá de los criterios devolutivos 
de rentas a las jurisdicciones generadoras 
de los impuestos, no es otro que reducir las 
desigualdades de niveles de vida entre las 
provincias argentinas. En otros aspectos la 
situación actual del federalismo fiscal en la 
Argentina tampoco es satisfactoria. El siste-
ma vigente tiene efectos negativos sobre la 
competitividad y sobre la correspondencia 
fiscal1. En el primer caso, porque el IVA es 
un impuesto que, en países con altas tasas 
de interés, tiene sesgos contrarios a la in-
versión, a las pymes y a las exportaciones. 
Y, además, ante la amputación de sus po-
testades tributarias, provincias y municipios 
viven creando todo tipo de gabelas contra-
rias a la inversión. En cuanto a la corres-
pondencia fiscal, dado el desmesurado des-
equilibrio fiscal vertical2, y al no tener las 
provincias y los municipios responsabilida-
des de recaudación en concordancia con sus 
gastos, el sistema fomenta la irresponsabi-
lidad fiscal. Lo que es peor, se distorsiona 
de raíz el sano funcionamiento de la demo-
cracia representativa, que requiere que el 
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ciudadano contribuyente, el beneficiario del 
gasto público y el pagador de impuestos sea 
una y la misma persona. 

Es más que oportuno entonces pregun-
tarse cuáles son las razones de esta dificul-
tad, que ha tomado la forma de una suerte 
de conservadorismo de la coparticipación. 
Los sucesivos arreglos, algunos plasmados 
en ley, otros no, no son sino empates re-
sultantes de los paralelogramos de fuerzas 
nacionales y provinciales, tendientes, en 
última instancia, a mantener el statu quo. 
Para desentrañar estas razones repasaremos 
brevemente algunos indicios del comporta-
miento de las provincias, de la Nación y de 
sus gobernantes.

Las provincias(1): el mito de Eldorado. Cual-
quiera que recorra el Interior de nuestro 
país, de Sur a Norte y de Este a Oeste, podrá 
constatar que, como si viviéramos aún en las 
épocas de Eldorado, tiene fuerte vigencia la 
idea mítica de que una entidad llamada “la 
Nación” tiene a su alcance un tesoro inago-
table al que puede y debe acceder para pro-
veer de recursos a la provincias, injustamen-
te marginadas de tal Tesoro. Aun después 
del default de la deuda pública, la fantasía 
continúa viva, como puede advertirse en las 
quizás insalvables dificultades para acordar 
una nueva ley de coparticipación. Dada la 
persistencia del mito cabe preguntarse si en 
verdad es tan sólo eso. Y resulta que no lo 
es. Desde hace más de 70 años, la Nación 
ha recurrido a impuestos no legislados o 
distorsivos, como la inflación y las retencio-
nes a las exportaciones, mediante los que se 
ha apropiado de rentas que dudosamente 
le correspondían. Esto ha ocurrido espe-
cialmente en tiempos de crisis, pero no sólo 
en ellos. Y tal ha sido la “magia” del estado 
nacional que hasta pudo crear “de la nada” 
recursos genuinos para las provincias; como 
ocurrió durante la vigencia de la ley de con-
vertibilidad, el único período en el que la 
Nación no generó renta para sí misma con 
impuestos distorsivos, sino renta para las 
provincias mediante impuestos legislados 
y coparticipados. En otro orden, la Nación 
también dio vida al mito porque, cada vez 
que fue necesario, procedió a salvatajes que 
impidieran al menos parcialmente la quie-
bra generalizada de provincias en dificulta-
des.

Las provincias (2): la colusión entre gober-
nantes y contribuyentes. El mito aludido ha 
resultado ampliamente funcional para exi-
mir a las provincias de la responsabilidad 
de recaudar. Para qué hacerlo si con el paso 
del tiempo aparecería la Nación generando 
recursos de algún modo. Y, sobre todo, por 
qué hacerlo, si esto implicaba tener que dar 
la cara recaudadora, no sólo ante la gran 
masa de los electores, sino quizás principal-
mente ante los empresarios y terratenientes 
locales financistas de campañas políticas. 
Así, ha resultado funcional al sostenimiento 
de las clases políticas provinciales, –en al-
gunos casos, verdaderas oligarquías– echar 
sobre las espaldas de la Nación la respon-
sabilidad de recaudar. Aún hoy, a ciento 
cincuenta años de la primera Constitución 
Nacional, son pocas las provincias que tie-
nen los catastros y registros de contribuyen-
tes dispuestos de forma tal que les sea po-
sible recaudar correctamente. En fin, hasta 
tiempos muy recientes3, ninguna provincia 
y ninguno de sus gobernantes, ha propues-
to seriamente reapropiarse de las bases im-
positivas que, en algunos casos, les fueron 
expropiadas por la Nación desde la malha-
dada teoría de la concurrencia de fuentes 
tributarias entre ambos niveles de gobier-
no, que cobró vida en la última década del 
siglo XIX.

La Nación (1): su mito. No sólo las provin-
cias tienen un mito. La Nación también, y 
consiste en su relato de las crisis fiscales y 
de sus causas. Por un lado, todas las crisis 
tienden a explicarse en función de la irres-
ponsabilidad fiscal de las provincias, inclu-
sive la crisis de la convertibilidad, cuando 
es evidente que en ella influyeron, en gran 
medida, decisiones de la Nación. Por otro 
lado, dentro del mito nacional, son también 
las provincias las culpables de que nunca 
se haya podido acordar una buena ley de 
coparticipación. Estos mitos han sido muy 
fomentados por la profesión de los econo-
mistas y por los organismos internacionales, 
muchas veces actuando de consuno.

La Nación (2): sus príncipes. La realidad, 
sin embargo, es bien diferente al mito. Los 
príncipes nacionales, tanto en la Casa Ro-
sada como en el Congreso, no se han mos-
trado hasta hoy demasiado molestos con la 
situación. La prueba más concreta es que 
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desde 1996 hasta la fecha ninguno de ellos 
ha formulado una propuesta de copartici-
pación federal políticamente viable y técni-
camente correcta. Ha habido, sí, esbozos, 
pero aun ellos no fueron impulsados con el 
ahínco que las circunstancias impondrían si 
de verdad se deseara cambiar el estado de 
cosas. Menos aun hablar de una propues-
ta que implicara la cesión de responsabili-
dades tributarias a las provincias, el único 
hilo de Ariadna que conduce a la salida del 
laberinto. Es bien claro que el actual esta-
do de cosas otorga considerable poder a los 
príncipes nacionales, obviamente en el Po-
der Ejecutivo, pero también en el Congre-
so. Porque el hacer crónica la crisis y los re-
clamos, da lugar al lamentable espectáculo, 
repetido varias veces al año, de los gober-
nadores desfilando por Buenos Aires para 
pedir favores, para negociar beneficios.

Intereses beneficiarios subyacentes. Además 
de los príncipes nacionales, ¿quiénes han 
sido beneficiarios de este empate conser-
vador de la coparticipación federal? Sin 
ninguna duda, los evasores consuetudina-
rios están entre los principales. Como lo 
hemos mostrado en otro lugar, la evasión 
impositiva en la Argentina está fuertemente 
concentrada en los sectores medios y altos 
de la sociedad4. Contrariamente al mito po-
pular, en los sectores más concentrados de 
la economía, la evasión es sustancialmente 
menor. En las actividades agropecuarias, 
la construcción, las pymes manufacture-
ras, el comercio, los restaurantes y hoteles 
y los servicios profesionales –todos ellos con 
gran presencia de empresas medianas y de 
sectores sociales medios–  se genera cerca 
del 70% de la evasión impositiva total. Se 
trata, ciertamente, de sectores de más difí-
cil control y a los que sólo podría llegarse 
efectivamente con una devolución de potes-
tades tributarias. Pero a ello se opone la co-
lusión de intereses entre autoridades locales 
y contribuyentes antes aludida. Tampoco es 
casual, en fin, que haya una superposición 
significativa entre el sector social del que 
provienen la mayor parte de los funciona-
rios públicos de los tres poderes del estado 
y de los tres niveles de gobierno y, por otro 
lado, los sectores más evasores, es decir, las 
clases medias y altas. Mientras tanto, los po-
bres pagan sus impuestos y el sistema impo-

sitivo argentino tiene un perfil claramente 
regresivo. Por cierto, a todo esto contribu-
ye el típico círculo vicioso de la tributación, 
con elevadas alícuotas altas que colocan a 
muchas actividades y sectores sociales ante 
la alternativa de evadir o salir del mercado 
y no poder mantener un nivel de vida.

Acéptese o no el análisis anterior, es evi-
dente que son realmente muy poderosas las 
fuerzas del paralelogramo que conduce al 
empate conservador de la coparticipación, 
ahora transformado en un centralismo fiscal 
casi sin precedentes. Una propuesta supera-
dora no sólo debe ser técnicamente correc-
ta, sino también atender a las razones de las 
provincias, de los municipios y de la Nación. 
Desde mi punto de vista, debe haber dos 
ejes centrales de la propuesta. El primero, 
generar un fondo de asignación específica 
para la formación de capital humano, clave 
para lograr el objetivo de equidad regional 
que está en el corazón de la coparticipación. 
El segundo debe ser la devolución de potes-
tades tributarias a provincias y municipios. 
Estos se agregan a otros puntos más conoci-
dos y sobre los que existe mayor consenso, 
tales como mecanismos de responsabilidad 
fiscal y ahorro público anticíclico y el orga-
nismo fiscal federal supervisor. Va siendo 
hora de que la Nación, las provincias y los 
municipios entiendan que el único Tesoro 
genuino que queda por descubrir es el de 
un sistema impositivo que permita combatir 
eficazmente la evasión mediante su aptitud 
para permitir el crecimiento y basarse en la 
responsabilidad fiscal y en una democracia 
más genuinamente representativa. 

Entre tanto, muchas cosas podrán afir-
marse de este centralismo disfrazado de 
federal del siglo XXI, menos su naturaleza 
progresista. Es, por definición, reacciona-
rio, porque va a contramano de las tenden-
cias universales y está desaprovechando la 
oportunidad, que se nos ofrece por vez pri-
mera, de construir al fin un país equitativo y 
federal, como lo manda su Constitución. 
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